
 

Número Identificador 

 

SEN2018 _________________ 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL X 

 

BANCO SANTANDER DE 

PUERTO RICO 

Apelada 

 

 

v. 

 

 

MECÁNICA CAR’S CLUB, 

INC. T/C/C MECÁNICA CAR 

CLUB, INC.; NÉSTOR 

VARGAS NAVARRO T/C/C 

NÉSTOR L. VARGAS 

NAVARRO, MAYRA DÍAZ 

NAVARRO Y LA SOCIEDAD 

LEGAL DE BIENES 

GANANCIALES COMPUESTA 

POR AMBOS 

Apelantes 

 

 

 

 

KLAN201800810 

Apelación  

procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

de Trujillo 

Alto     

 

Civil Núm.:  

TJ2018CV00078 

 

Sobre:  

Cobro de Dinero  

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Nieves 

Figueroa 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparece Mecánica Car’s Club, Inc. t/c/c 

Mecánica Car Club, Inc., en adelante Mecánica; Néstor 

Vargas Navarro t/c/c Néstor L. Vargas Navarro, en 

adelante el señor Vargas; Mayra Díaz Navarro, en 

adelante la señora Díaz; y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales Compuesta por ambos, en conjunto los 

apelantes, y solicitan que revoquemos una Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Trujillo Alto, en adelante TPI. Mediante la misma, se 

declaró ha lugar una demanda de cobro de dinero y se 

les condenó al pago de determinadas cantidades de 

dinero por concepto de principal, intereses, costas, 

gastos y honorarios de abogados.  

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se revoca la sentencia apelada. 
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-I- 

Surge del expediente, que el 30 de julio de 2014 

Mecánica suscribió un Contrato de Préstamo con Banco 

Santander de Puerto Rico, en adelante Banco Santander 

o el apelado. En virtud de dicho negocio jurídico, el 

apelado le prestó $32,000.00 para “mejoras a la 

propiedad arrendada”.1 

En dicha facilidad de crédito los señores Vargas 

y Díaz se comprometieron como garantizadores 

solidarios del préstamo en cuestión al cumplimiento de 

la obligación. Además, compareció como garantizador 

Small Business Administration al amparo del Programa 

SBA Express.2 

Así las cosas, Banco Santander presentó una 

Demanda de cobro de dinero contra los apelantes en la 

que reclamó el pago de $19,333.46 por el principal, 

$66.68 por cargos por demora y $3,200.00 por concepto 

de costas, gastos y honorarios de abogado.3 

El 23 de abril de 2018 el apelado emplazó 

personalmente a los señores Vargas y Díaz.4 

Por su parte, el 30 de mayo de 2018, notificada 

el 27 de junio de 2018, el TPI dictó Sentencia en 

Rebeldía en la que condenó a los señores Navarro y 

Vargas, solidariamente, a pagar a Banco Santander 

$19,333.46 de principal, $3,200.00 por concepto de 

                                                 
1 Apéndice del apelante, pág. 38. 
2 Id. 
3 Id., págs. 86-88. 
4 Id., págs. 29-34. 
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costas, gastos y honorarios de abogado y $116.69 por 

cargos por mora.5 

Ahora bien, el 9 de julio de 2018, los apelantes 

presentaron una Moción Asumiendo Representación Legal 

de los Demandados y una Moción de Reconsideración esta 

última juramentada por los señores Vargas y Díaz. 

Alegaron, en esencia, que realizaron gestiones con el 

apelado para atender la situación de la deuda y que 

este les comunicó “que su solicitud sería atendida”.6 

Más aún, afirman que Banco Santander les concedió “una 

prórroga a los efectos de la reclamación y el trámite 

judicial”7 y que les representó además, “que no se 

preocuparan por el asunto legal”.8 En síntesis, 

adujeron que “las manifestaciones de la parte 

demandante …fueron la base fundamental para que …no 

realizara[n] trámite alguno en su defensa”.9 

El TPI aceptó la representación legal de los 

apelantes, pero, en cambio, denegó la solicitud de 

reconsideración. Determinó que el escrito presentado 

no cumple con los requisitos de la Regla 47 de 

Procedimiento Civil, por lo cual no interrumpe los 

términos para recurrir en alzada y en consecuencia la 

sentencia es final y firme.10 

Inconformes, los apelantes presentaron una 

Apelación Civil en la que alegan que el TPI cometió 

los siguientes errores: 

                                                 
5 Id., págs. 24-25. 
6 Id., pág. 5. 
7 Id. 
8 Id. 
9 Id., pág. 6. 
10 Id., págs. 1-2. 
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ERRÓ EL HONORABLE TPI AL DENEGAR LA 

RECONSIDERACIÓN DE LA SENTENCIA BAJO EL 

FUNDAMENTO DE QUE LA MISMA ERA YA FINAL Y 

FIRME. 

 

COMETIÓ ERROR EL HONORABLE TPI AL NO 

DEJAR SIN EFECTO LA ANOTACIÓN DE REBELDÍA 

DE LOS APELANTES, YA QUE SUS ACTUACIONES 

Y EL TRÁMITE PROCESAL DEMUESTRAN QUE SU 

INTENCIÓN ERA DEFENDERSE EN CORTE. 

 

ERRÓ EL HONORABLE TPI AL DICTAR SENTENCIA 

CONTRA LOS APELANTES YA QUE EL APELADO 

ESTABA IMPEDIDO DE SOLICITAR QUE SE 

DICTARA LA MISMA POR SUS ACTUACIONES SER 

CONTRARIAS A LA DOCTRINA DE ACTOS 

PROPIOS, PRIVÁNDOLES DE SU DERECHO A SER 

OÍDOS Y DE ACCESO A LOS TRIBUNALES EN 

VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO DE LEY.  

 

Ha transcurrido el término del apelado para 

presentar su alegato en oposición sin haberlo hecho, 

por lo cual recurso está perfeccionado y listo para su 

adjudicación final. 

Examinado el escrito de los apelantes y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

La Regla 45.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 45.1, dispone que cuando una parte 

contra la cual se solicite una sentencia hubiera 

dejado de presentar alegaciones o de defenderse en 

otra forma, el Tribunal puede ordenar que se le anote 

la rebeldía. Esta disposición opera “cuando el 

demandado no cumple con el requisito de comparecer a 

contestar la demanda o a defenderse en otra forma 

prescrita por ley, y no presenta alegación alguna 

contra el remedio solicitado; o en las situaciones en 

que una de las partes en el pleito ha incumplido con 
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algún mandato del tribunal, lo que motiva a éste a 

imponerle la rebeldía como sanción”.11 El efecto 

jurídico de la anotación de rebeldía es que se admiten 

como ciertos todos los hechos correctamente alegados 

en la demanda.12 

Por su parte, la Regla 45.3 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 45.3, autoriza 

al Tribunal a levantar una anotación de rebeldía 

cuando haya mediado causa justificada. Tal doctrina 

está arraigada en la primordial política judicial de 

que los casos deben ventilarse en sus méritos.13 

Descansa en la sana discreción del Tribunal integrar 

dicho principio con el interés legítimo de que los 

pleitos se tramiten y finalicen en un término 

razonable.14 En estos casos, debe considerarse si la 

parte afectada cuenta con una reclamación o defensa 

válida que oponer a la parte contraria, antes de tomar 

una disposición que tenga el efecto de privarla de su 

día en corte.15 

Cuando en un caso existe la posibilidad de que la 

parte demandada cuente con una buena defensa y la 

reapertura del caso no ocasiona perjuicio alguno, 

constituye un claro abuso de discreción el denegarla. 

Como regla general, una buena defensa debe siempre 

inclinar la balanza a favor de una vista en los 

méritos, a menos que las circunstancias del caso sean 

                                                 
11 Ocasio v. Kelly Servs., 163 DPR 653, 670 (2005). 
12 Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 93, 101 (2002). 
13 Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 93 (2001). 
14 Fine Art. Wallpaper v. Wolf, 102 DPR 451, 457-458 (1974). 
15 Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR 816, 825 (1998); Fine Art 

Wallpaper v. Wolff, supra, pág. 459; J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., 

99 DPR 805, 811 (1971). 
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de tal naturaleza que revelen un ánimo contumaz o 

temerario por parte del demandado.16 

Finalmente, en nuestro ordenamiento jurídico es 

práctica resolver las causas en sus méritos, siempre 

que con ello no se cause perjuicio verdadero a los 

demás litigantes, o dilación irrazonable en el 

procedimiento judicial.17 Conforme lo anterior, el 

trámite en rebeldía desalienta el uso de la dilación 

como estrategia de litigación.18 Sin embargo, por lo 

oneroso y drástico que resulta sobre la parte 

demandada una sentencia en rebeldía, se ha adoptado la 

norma de interpretación liberal, debiendo resolverse 

cualquier duda a favor de quien solicita se deje sin 

efecto la anotación de rebeldía, a fin de que el caso 

pueda verse en los méritos.19 No obstante lo anterior, 

conviene recordar que en procesos de esta naturaleza, 

los tribunales no son meros autómatas.20 

-III- 

A los efectos del resultado alcanzado basta 

discutir el segundo señalamiento de error. Los 

apelantes alegan que erró el TPI al no dejar sin 

efecto la sentencia en rebeldía, ya que sus 

actuaciones y el trámite procesal demuestran que su 

intención era defenderse en corte. Tienen razón. 

Un análisis cuidadoso del tracto procesal del 

caso de epígrafe revela que 7 días después de que 

                                                 
16 Román Cruz v. Díaz Rifas, 113 DPR 500, 507 (1982); J.R.T. v. 

Missy Mfg. Corp., supra, pág. 811. 
17 Ghigliotti v. A.S.A., 149 DPR 902, 915 (1999). 
18 Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 587 

(2011).  
19 J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., supra, pág. 811. 
20 Ocasio v. Kelly Serv., 163 DPR 653, 671-672 (2005). 
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recibieron la notificación de la Sentencia en 

Rebeldía, los apelantes contrataron representación 

legal y comparecieron al TPI solicitando 

reconsideración.21 No hay indicio alguno de ánimo 

contumaz o temerario, sino, por el contrario, la 

inequívoca intención de defenderse en corte. 

Por otro lado, levantar la rebeldía no causa 

perjuicio a Banco Santander. Como cuestión de hecho, 

el apelado no se opuso a dicho remedio en el presente 

trámite apelativo. Además, el pleito es sencillo y 

está comenzando: a esos efectos nótese que el término 

para contestar la demanda venció el 23 de mayo de 

2018, la sentencia se notificó el 27 de junio, los 

apelantes la recibieron el 2 de julio y el día 9 del 

mismo mes y año ya habían comparecido al TPI.22 

Finalmente, el ordenamiento jurídico favorece a 

los apelantes en este caso. Esto es así porque la 

Regla 45.1 hay que interpretarla liberalmente, de modo 

que cualquier duda debe resolverse a favor del 

promovente y como es sabido es de capital importancia 

la política judicial de que los casos se ventilen en 

los méritos. Conviene recordar además, que en materia 

de la anotación de rebeldía los tribunales no debemos 

ser meros autómatas.  

-IV- 

Por los fundamentos previamente expuestos, se 

revoca la sentencia apelada y se devuelve el caso al 

                                                 
21 Apéndice de los apelantes, págs. 4-23. 
22 Id. 
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Tribunal de Primera Instancia para la continuación de 

los procedimientos. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


